
INFORME SECRETARIAL 

Bogotá D.C., octubre siete (07) de dos mil veintidós (2022). Al despacho de la 
señora Juez la acción de Tutela No. 2022-400 informando que la parte 

accionante, ha presentado escrito de impugnación al fallo. Sírvase proveer.  

 
 

 
ORIGINAL FIRMADO POR: 

CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

SECRETARIO 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., octubre siete (07) de dos mil veintidós (2022) 

 
Teniendo en cuenta el informe secretarial que antecede, ante el Honorable 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. – SALA 

LABORAL, se concede la impugnación al fallo de tutela con radicado No. 

2022-400, emitido por este Despacho Judicial con fecha septiembre treinta 

(30) de dos mil veintidós (2022), presentada por el Doctor MILTON 

GONZÁLEZ RAMÍREZ, identificado con la C.C. No. 79.934.115, apoderado 

judicial de la accionante ADRIANA LÓPEZ CASTRO, identificada con C.C. No.  

52.933.316, contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – MEN y 

la COMISIÓN NACIONAL INTERSECTORIAL PARA EL ASEGURAMIENTO 

DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR –CONACES. Líbrese oficio. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

  
LA JUEZ, 

 
 

 
ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 
 

LM 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 
 

 
 

 
 

 
 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL 
DEL CIRCUITO BOGOTÁ D.C. 

 

La anterior providencia fue notificada por 
anotación en estado:  

 
No. 159 del 10 de octubre de 2022 

 
 

CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 
SECRETARIO 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO  412-2022 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., octubre siete (07) de dos mil veintidós (2022) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el señor BALDOINO 

ASPRILLA RIVAS, identificado con la C.C. No. 11.789.329, contra la UNIDAD 

PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS - UARIV, 

por vulneración al derecho fundamental constitucional de petición. 

 

ANTECEDENTES 

 
El señor BALDOINO ASPRILLA RIVAS, identificado con la C.C. No. 

11.789.329, presenta acción de tutela contra la UNIDAD PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS – UARIV, para 

que se pronuncien sobre los hechos y pretensiones incoadas por el accionante 

con fecha agosto 25 de 2022. 

 

Fundamenta su petición en el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia 

de 1991. 

 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de septiembre veintiséis (26) de dos mil veintidós 

(2022), dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad 

accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de 

defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 
La  accionada  UNIDAD  PARA  LA  ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL 

A LAS VÍCTIMAS – UARIV, en alguno de los apartes de la respuesta relacionó 

lo siguiente: 

 
“VANESSA LEMA ALMARIO, mayor de edad, identificada con cédula de 

ciudadanía No. 1.018.412.237 de Bogotá y portadora de la T.P. 218.581 del 
Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de Representante Judicial de la 
Unidad para las Víctimas, según Resolución de nombramiento 01810 del 20 de 
mayo del 2022, como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (E) Código 1020, grado 
15, debidamente posesionada, y teniendo cuenta que la Resolución 00126 del 31 
de enero de 2018 delegó en esta oficina asesora la respuesta a los requerimientos 

judiciales en el marco de acciones de tutela contra la Entidad, de manera 
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respetuosa procedo a CONTESTAR LA ACCIÓN DE TUTELA de referencia teniendo 

en cuenta los siguientes: 
 
“Para el caso de BALDOINO ASPRILLA RIVAS, una vez verificado el Registro 
Único de Víctimas – RUV –, se encuentra acreditado su estado de inclusión por el 
hecho victimizante de desplazamiento forzado, declarado bajo el marco normativo 

de la ley 387 de 1997, declaración SIPOD 37227”. 
 
“La Unidad para las Víctimas, procedió a realizar una respuesta a la solicitud 
mediante comunicación de fecha del 27/09/2022”. 
 
“Frente al derecho de petición, se informa que el mismo fue resuelto conforme a 

lo establecido en la Ley 1755 de 2015, razón por la cual no se evidencia vulneración 
a ningún derecho fundamental”. 
 
“Téngase en cuenta su señoría que mediante la comunicación de fecha 
27/09/2022, donde se resolvió la solicitud del accionante, la cual fue remitida a la 
dirección aportada por el accionante”. 

 
RESPECTO A LA ENTREVISTA INSTITUCIONAL 

 
“Frente a la solicitud presentada por BALDOINO ASPRILLA RIVAS, respecto a 
la entrevista institucional se le informo que los procesos de selección y 
asignaciones laborales, son regladas y se realizan con observancia de un debido 
proceso, en ese sentido los nombramientos y contrataciones se harán respetando 
los mismos”. 

 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial. 

  
Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer 

algunas: 

 
CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La  Acción  de  Tutela,  es  un  mecanismo  constitucional,  cuyo  objeto son los 

Derechos  fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 
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Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del  caso concreto,  tenemos  que  la  acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 

Sobre  los derechos invocados como vulnerables es de traer a colación lo dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 
El  artículo  23  de  la  Carta  Política  el  cual  dispone:  “Toda  persona tiene 

derecho   a  presentar  peticiones  respetuosas  a  las  autoridades  por 

motivos    de    interés    general    o   particular   y   a   obtener   pronta 

resolución...". 

 
De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición respetuosa de un ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 

forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 

 
El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 
En  apoyo  de  las  anteriores  consideraciones y para una mayor claridad de las 

anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado 
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estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, 

sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 
  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 

desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 
se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-

377 de 2000: 
 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 
a la participación política y a la libertad de expresión. 
 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 
resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 

solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con  
estos  requisitos  se  incurre  en  una  vulneración  del  derecho constitucional 
fundamental de petición. 
 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 
se concreta siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este  derecho,  por  regla  general,  se  aplica a entidades estatales, esto es, a 
quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine. 

 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 

particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 
presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 

de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 
el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 
otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si 

la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 
un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene 
la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se 
acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 
dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 
autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el 
cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 

del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado 
de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte 
Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que 
ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la 
respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes. 

 

En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales 

más: 
 

j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del 
deber de responder; 

 

k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 
respuesta al interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

 
Revisado el contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada se 

centra en obtener respuesta a la petición enunciada en el acápite de 

antecedentes de la presente providencia, sobre lo cual la accionada, conforme 

obra en la contestación allegada adosó copia del oficio con radicado No. 
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6958086 de fecha 27 de septiembre de 2022, que fue dirigido al accionante y 

enviado al correo electrónico: baldoinoasprillarivasafro100@hotmail.com, 

con lo que se acredita que la accionada dio respuesta a los interrogantes del 

accionante. 

 

Sin  más  consideraciones,  es  del  caso  dar  por  SUPERADO  EL HECHO 

objeto de decisión. 

 
D E C I S I Ó N 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO  DE BOGOTÁ D.C, Administrando Justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la Ley. 

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO: NEGAR por HECHO SUPERADO la acción invocada por el señor 

BALDOINO ASPRILLA RIVAS, identificado con la C.C. No. 11.789.329, 

contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VÍCTIMAS - UARIV, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H.  Corte   Constitucional   para  su  eventual  revisión,  en  cumplimiento  a  lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 
LA JUEZ,                  

 
 

 
ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEÍDA BALLÉN FARFÁN 
 

 

 

 
LM  

 
 
 

 
 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO  
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 anotación en estado: 

 
No. 159 del 10 de octubre de 2022 

 
CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

SECRETARIO 

mailto:baldoinoasprillarivasafro100@hotmail.com
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

       TUTELA NÚMERO  413-2022 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., octubre siete (07) de dos mil veintidós (2022) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el señor PABLO 

ENRIQUE PODEVA MALAGÓN, identificado con la C.C. No. 19.104.393, 

contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD POLICÍA NACIONAL – DISAN, por 

vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de salud, seguridad 

social y vida digna. 

 
   ANTECEDENTES 

 
El señor PABLO ENRIQUE PODEVA MALAGÓN, identificado con la C.C. No. 

19.104.393, presenta acción de tutela contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD 

POLICÍA NACIONAL - DISAN, para que emita pronunciamiento sobre los 

hechos y pretensiones incoados por la parte accionante. 

 

Fundamenta su petición en el artículo 49, 1 de la Constitución Política de 

Colombia de 1991. 

 
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante providencia del veintiséis (26) de septiembre de dos mil 

veintidós (2022), dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar 

a la parte accionada, a fin de que ejerciera su derecho de defensa y 

contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la accionante.  

 

La accionada DIRECCIÓN DE SANIDAD POLICÍA NACIONAL - DISAN, en 

alguno de los apartes de la respuesta relacionó lo siguiente: 

   
“La suscrita Teniente Coronel ANA MILENA MAZA SAMPER, Jefe Regional de 
Aseguramiento en salud No. 1, de manera atenta me dirijo a su Despacho con el 
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fin de dar respuesta al requerimiento realizado dentro de la acción de tutela de la 
referencia, en los siguientes términos: 
 
“Mediante tutela el Accionante solicita en sus pretensiones asignación de citas 
por las especialidades de CORNEA y UROLOGIA. 
 

1. “Mediante comunicación oficial No, GS-2022439939-MEBOG, el señor 
Intendente CESAR AUGUSTO TORO GARCIA Jefe (E) Centra de 
Agendamiento UPRES Bogotá, allega respuesta emitida al accionante 
respecto de la asignación y notificación de citas por las especialidades de 
UROLOGÍA y OFTALMOLOGÍA CORNEA, las cuales se asignan y se 
encuentran debidamente notificadas así: 

 
“… 
 
Asunto: Respuesta a comunicación PQRS 245968-20220922 
 
En atención a la comunicación del asunto allegada a esta dependencia el 

29 de Septiembre de 2022 mediante la cual solicita cita por las 

especialidades UROLOGIA y OFTALMOLOGIA CORNEA, de manera atenta 
me dirijo al señor usuario para informarle que una vez analizado su 
requerimiento la Central de Agendamiento dispuso proceder a realizar 
asignación así: 
 

 
 
“Se informa que en caso de solicitar cancelación de la cita debe 
comunicarse al número telefónico a la página www.policia.gov.co-disan, 

ingresar a Miembros de la institución, pensionados y familia, 
establecimientos de Sanidad Policial y programas domiciliarios y por 

último información COVID-19/Citas médicas Bogotá”. 
 
“Se envía notificación al Correo electrónico 
racosta@procuraduria.gov.co”. 
 
“La Regional de Aseguramiento en Salud No. 1, es una dependencia de la 
Dirección de Sanidad, dependencia integrante de la Policía Nacional, que 

a su vez es una Dirección dentro de la estructura orgánica del Ministerio 
de Defensa Nacional, encargada de administrar el Subsistema de Salud e 
implementar las políticas que emita el Consejo Superior de Salud de las 
Fuerzas Militares y de la Policía Nacional y los planes y programas que 
coordine el Comité de Salud de la Policía Nacional respecto del 
Subsistema de Salud de la Policía Nacional”. 

 
“Son funciones de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, entre 
otras, dirigir la operación y el funcionamiento del Subsistema de Salud de 

la Policía Nacional, con sujeción a las directrices trazadas por el Consejo 
Superior de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, y prestar los 
servicios de salud a los afiliados y sus beneficiarios del Subsistema de 
Salud de la Policía Nacional, a nivel nacional a través de sus 

Establecimientos de Sanidad Policial, conforme lo establecen los artículos 
18 y 19 del Decreto 1795 de 2000 “Por el cual se estructura el Sistema 
de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional”, como régimen 
expresamente excepcionado del Sistema General de Seguridad Social lo 
establecido en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993”. 
 
“ART. 279. EXCEPCIONES. El sistema integral de seguridad social 

contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas 

http://www.policia.gov.co-disan/
mailto:racosta@procuraduria.gov.co
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Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto 
1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la 
vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las 
corporaciones públicas. (…)” (Subrayado fuera de texto)”. 
 
“Ahora bien, el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía 

Nacional se estructura mediante la Ley 352 de 1997, el Decreto 1795 de 
2000 y los acuerdos del Consejo Superior de Salud de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional, en los cuales se establecen las políticas, 
principios, fundamentos, planes, programas y procesos del Sistema. Es 
pertinente precisar que los servicios médicos – asistenciales que se 
encuentran contenidos en el Plan de Servicios de Sanidad Militar y de la 

Policial, se prestan a todos los afiliados y beneficiarios del Sistema de 
Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, en los términos y 
condiciones que para tal efecto establezca el Consejo Superior de Salud 
de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la cual está sujeta a la 
disponibilidad presupuestal de cada uno de los Subsistemas”. 

 

“Con el fin de garantizar la prestación de los servicios asistenciales a 

nuestros usuarios, la Dirección de Sanidad ha dispuesto de sus recursos 
para brindar, por medio de su red propia y/o a través de servicios 
contratados, la atención médica, odontológica, quirúrgica y farmacéutica 
pertinente para satisfacer las necesidades de salud de nuestra población 
objeto y pese a las políticas de austeridad en el gasto y a las limitaciones 
de orden presupuestal afrontadas por la Dirección de Sanidad de la 
Policía Nacional, se ha hecho uso de todos los mecanismos 

administrativos para satisfacer las necesidades de salud de nuestros 
usuarios”. 
 
“Esta Regional de Aseguramiento en Salud No. 1, ha procurado 
garantizar el goce efectivo del derecho a la salud del usuario PABLO 
ENRIQUE POVEDA MALAGÓN, sin vulnerar sus derechos fundamentales; 

según lo expuesto se puede vislumbrar que esta Regional siempre ha 
atendido de manera integral a la paciente de forma ininterrumpida, 
completa, diligente, oportuna y de calidad”. 

 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 
Como efectivamente  se  trata  de  un  derecho fundamental, es del caso hacer 
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algunas: 

       
CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 
Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la 

Constitución Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los 

demás procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 

de 1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.- Del  caso  concreto,  tenemos  que  la acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 
Sobre  los  derechos invocados como vulnerables es de traer a colación lo 

dicho por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 
Sobre del Derecho a la Salud en apartes de la Sentencia T-124 de 2019, 

relaciona lo siguiente: 

 
(…) “reconoció el derecho a la salud como “fundamental, autónomo e 
irrenunciable y como servicio público esencial obligatorio a cargo del Estado”. En 
el artículo 6º. estableció los principios que lo orientan, entre los que se destacan: 
i) universalidad, que implica que todos los residentes del territorio gozarán del 

derecho a la salud en todas las etapas de la vida; ii) pro homine, en virtud del 
cual todas las autoridades y actores del sistema de salud interpretarán las 
normas vigentes que sean más favorables para proteger el derecho a la salud; 
iii) equidad, referido a la necesidad de implementar políticas públicas dirigidas al 
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mejoramiento de la salud de personas de escasos recursos, grupos vulnerables y 
sujetos de especial protección; iv) continuidad, según el cual una vez iniciado un 
servicio no puede suspenderse por razones administrativas o económicas; y v) 
oportunidad, el cual significa que los servicios deben ser provistos sin demoras 
(...).” 
 

(…) “la sentencia T-121 de 2015, reiteró que el derecho a la salud no está 
limitado a la prestación de un servicio curativo, sino que abarca el inicio, 
desarrollo y terminación de los tratamientos médicos hasta que se logre la 
recuperación y estabilidad del paciente. La Corte sostuvo que en atención al 
principio pro homine, si existen dudas en torno a si el servicio solicitado está o 
no incluido dentro del plan de beneficios, prevalece el favorecimiento a la 

prestación efectiva del mismo (...).” 

 
Sobre el Derecho a la Seguridad Social, la Corte Constitucional ha señalado 

en algunos de los apartes de la Sentencia C-083 de 2019, lo siguiente: 

 
“(…) De acuerdo con el artículo 48 de la Constitución Política la seguridad social 
es un derecho irrenunciable, que se garantiza a todos los habitantes a través de 
un servicio público, bajo la dirección, coordinación y control del Estado, fundado 
en los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Al tratarse de un 
derecho social fundamental requiere para su realización efectiva un desarrollo 
legal, la implementación de políticas encaminadas a obtener los recursos 

necesarios para su materialización, así como la provisión de una estructura 
organizacional, que conlleve a la realización de prestaciones positivas, para 
asegurar unas condiciones materiales mínimas de exigibilidad.” 
 
“Para ampliar progresivamente la cobertura de la seguridad social, se han 
utilizado diversos métodos, uno de ellos es habilitar tanto a las entidades 
públicas, como privadas a prestar los servicios, bajo estrictos criterios de control 

y protección de sus recursos, de manera que no puedan destinarse, ni utilizarse 
para fines distintos a los de cumplir y satisfacer las prestaciones que de ella 
emanan y que son múltiples. Así mismo se han introducido, de acuerdo con la 
necesidad de cada Estado, principios técnicos para la indemnización de los 

riesgos sociales, que garanticen medios de existencia tanto como sea posible.” 
 

“Esta Corporación ha explicado cómo se han venido transformando las formas de 
indemnizar tales riesgos sociales, no solo en cuanto a las técnicas usadas, sino a 
la finalidad pretendida, específicamente al plantear la conversión del seguro 
social al de seguridad social entendida como derecho social fundamental.” 
 
“Esta conversión se realizó en la Ley 100 de 1993, que tal como lo explicó en su 
momento la sentencia C-408 de 1994, procuró que la seguridad social tuviese 

una cobertura integral de las contingencias y para ello se ocupó tanto de la 
salud, como de los riesgos asociados a la vejez, la invalidez, la muerte, el 
desempleo y la pobreza.” 
 
“Especialmente la protección de la vejez, que se asienta en deberes de 
humanidad ante el debilitamiento del ser humano y que, por razón de justicia 
social, garantiza el descanso en contrapartida al esfuerzo que ha implicado vivir y 

trabajar, se realiza en el sistema de la Ley 100 de 1993 a través de la pensión y 

de los auxilios dispensados para quienes, pese a tener más de 65 años, carecen 
de rentas para subsistir, además de encontrarse en condiciones de pobreza 
extrema (...).” 

 
En lo concerniente a la violación al Derecho a la Dignidad Humana, 

conviene señalar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de 

la Sentencia T-335 de 2019: 

 
“(…) que el derecho a la dignidad humana debe entenderse bajo 2 dimensiones: 
a partir de su objeto concreto de protección y con base en su funcionalidad 
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normativa. En relación con el primero, este Tribunal ha establecido 3 
lineamientos claros y diferenciables: i) la dignidad humana como autonomía o 
como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus 
características; ii) la dignidad humana entendida como ciertas condiciones 
materiales concretas de existencia; y iii) la dignidad humana como intangibilidad 
de los bienes no patrimoniales, de la integridad física y moral o, en otras 

palabras, la garantía de que los ciudadanos puedan vivir sin ser sometidos a 
cualquier forma de trato degradante o humillante (…)”. 
 
“(…) derecho a la dignidad humana implica garantizar las condiciones necesarias 
para una existencia materialmente apropiada y acorde con el proyecto de vida 
que cada ciudadano le imprime a su devenir. Igualmente, este principio 

constitucional privilegia la autonomía personal como requisito elemental de una 
sociedad democrática y pluralista, en el sentido de que constituye la expresión de 
la capacidad de autodeterminación, de la potestad de exigir el reconocimiento de 
ciertas condiciones materiales de existencia o la manifestación de la 
intangibilidad de la integridad física y moral, por lo que existe un mandato 
imperativo de las autoridades y de los particulares, para que adopten las 

medidas necesarias de protección indispensables para salvaguardar los bienes 

jurídicos más preciados para el Estado (…)”. 

 
Revisado el contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada se 

centra en obtener respuesta a la petición enunciada en el acápite de 

antecedentes de la presente providencia, sobre lo cual la accionada, conforme 

obra en la contestación allegada adosó copia del oficio con radicado No. GS-

2022-483939-MEBOG de fecha 29 de septiembre de 2022, que fue dirigido al 

accionante y enviado al correo electrónico: racosta@procuraduria.gov.co, 

con lo que se acredita que la accionada dio respuesta a los interrogantes del 

accionante. 

 

Sin  más  consideraciones,  es  del  caso  dar  por  SUPERADO  EL HECHO 

objeto de decisión. 

 
D E C I S I Ó N 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C, Administrando Justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la Ley. 

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO: NEGAR por HECHO SUPERADO la acción invocada por el señor 

PABLO ENRIQUE PODEVA MALAGÓN, identificado con la C.C. No. 

19.104.393, contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD POLICÍA NACIONAL – 

DISAN, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

mailto:racosta@procuraduria.gov.co
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TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a 

la H. Corte  Constitucional  para  su  eventual  revisión,  en  cumplimiento  a  

lo preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
LA JUEZ, 

 

  

 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

 

 

LM 

 

 

 
 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

 
No. 159 del 10 de octubre de 2022 

 
CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

SECRETARIO. 



 1 

INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., octubre siete (07) de dos mil veintidós (2022). Al despacho de la 

señora Juez en la fecha, informando que por reparto nos correspondió la 
presente acción de tutela la cual se radico bajo el No. 429 de 2022.  Sírvase 
proveer. 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

SECRETARIO 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., octubre siete (07) de dos mil veintidós (2022) 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado procede  a  dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 

2022-429, instaurada por DIANA MARCELA RUANO GARZON, identificado 

con la C.C. No. 52.457.757 mediante su apoderado judicial el Dr. ALVARO 

JOSE ESCOBAR LOZADA, identificado con la C.C. No. 16.929.297 y T.P. No. 

148.850 del C.S.J. contra NACION - MINISTERIO DE EDUCACION – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO por 

vulneración al derecho fundamental de petición. 

  

En consecuencia, líbrese oficio con destino al Representante Legal y/o quien 

haga sus veces de la NACION - MINISTERIO DE EDUCACION –FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, para que en 

el término de un (1) día, emita pronunciamiento sobre los hechos y pretensiones 

de la parte accionante.  

  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
LA JUEZ,  

 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

             

 

        

 
 

 
 
LM 

 

 
 
 

 
 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

 
La anterior providencia fue notificada por anotación en 

estado: 
 

No. 159 del 10 de octubre de 2022 
 
 

CAMILO BERMUDEZ RIVERA 
Secretario 


